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DICTAMEN DE AFIRMATIVO DE MINORÍA 
 

Expediente 23.357 
 

Los suscritos Diputados y Diputada, miembros de la Comisión Permanente 

Ordinaria de Asuntos Jurídicos, presentamos el siguiente Dictamen Afirmativo de 

Minoría sobre el Expediente N° 23.357 “LEY PARA ELIMINAR LA FIJACIÓN DE 

TARIFAS DE HONORARIOS OBLIGATORIOS POR SERVICIOS 

PROFESIONALES, REFORMA DE LA LEY N° 7472 LEY DE PROMOCIÓN DE LA 

COMPETENCIA Y DEFENSA EFECTIVA DEL CONSUMIDOR, DE 20 DE 

DICIEMBRE DE 1994 Y SUS REFORMAS”, iniciativa del Poder Ejecutivo, publicado 

en La Gaceta N° 198 del 18 de octubre de 2022, con base en las siguientes 

consideraciones: 

 
I. OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY. 

 

El proyecto de ley busca, en primer lugar, incluir de manera expresa los servicios 

de las profesiones liberales, dentro de los servicios que solo se pueden regular por 

excepción. Esto modifica el modelo actual, en donde muchos servicios 

profesionales se encuentran regulados por ley. 

 

En segundo lugar, prohíbe a los Colegios Profesionales que establezcan tarifas u 

honorarios obligatorios. 

 

En tercer lugar, habilita al Poder Ejecutivo para establecer regulaciones sobre 

precios, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley N° 7472 “Ley de 

Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor” para el caso de 

los servicios profesionales y a establecer honorarios profesionales de referencia y 

de uso discrecional, como parámetro de orientación general, mismos que podrán 

utilizarse en la actividad litigiosa jurisdiccional por el juzgador, a la hora de fijar las 

costas del proceso a la parte vencida, si no existiera otro mecanismo para su 

determinación. 
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Finalmente, se derogan los artículos de 8 leyes de distintos colegios profesionales, 

que les permiten fijar las tarifas de honorarios profesionales. 

II. TRÁMITE DEL PROYECTO DE LEY. 
 
El presente proyecto de ley siguió el siguiente trámite: 
 
1. El 20 de setiembre de 2022 se presentó a la corriente legislativa. 
2. El 18 de octubre de 2022 se publicó en el Diario Oficial La Gaceta. 
3. El 24 de octubre de 2022 se recibió el proyecto en la Comisión Permanente 

Ordinaria de Asuntos Jurídicos. 
4. El 26 de octubre de 2022 el proyecto ingresó al orden del día de la Comisión 

Permanente Ordinaria de Asuntos Jurídicos. 
5. El 22 de noviembre de 2022 el proyecto se asignó a la Sub-Comisión N°21, con 

plazo para rendir informe al 31 de enero de 2023. 
6. El 09 de febrero de 2023 se le venció el plazo del artículo 80 del Reglamento 

Legislativo. 
7. El 21 de febrero de 2023: 

a. Se aprobó moción para dejar sin efecto las audiencias aprobadas que no 
se hubieran realizado. 

b. Se rechazó el proyecto de ley por el fondo, con votación de 5 Diputaciones 
en contra2 y 3 a favor3. 

c. Se le asignó la redacción del Dictamen de Mayoría Negativo al Diputado 
Danny Vargas. 

 
III. CONSULTAS REALIZADAS Y RESPUESTAS RECIBIDAS. 

 
Las consultas realizadas y la fecha en que se brindó respuesta se muestran en el 
siguiente cuadro: 
 
 

FECHA Y CONSULTA APROBADA RESPUESTA RECIBIDA 

28 de octubre de 2022  
Consultas Obligatorias de oficio:  

 Corte Suprema de Justicia. N°SP-245-2022 de 21-11-2022 

 Instituto Tecnológico Costarricense.  

 Universidad de Costa Rica.  

 Universidad Estatal a Distancia.  

 Universidad Nacional de Costa Rica  

 Universidad Técnica Nacional. DGAJ-549-2022 de 16-12-2022 

15 de noviembre de 2022  
Moción N° 01-22 del Diputado Manuel Morales Díaz:  

 Asociación de Consumidores de Costa Rica.  

 Asociación de Consumidores Libres.  

                                            
1 Conformada por la Diputada Daniela Rojas Salas (Coordinadora), Diputado Jorge Dengo Rosabal y Diputado Danny Vargas 
Serrano. 
2 Diputado Francisco Nicolás Alvarado, Diputado Danny Vargas Serrano, Diputada Alejandra Larios Trejos, Diputada Rocío 
Alfaro Molina y Diputado Yonder Salas Durán. 
3 Diputado Manuel Morales Díaz, Diputado Jorge Antonio Rojas López y Diputado Jorge Dengo Rosabal. 
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 Comisión para Promover la Competencia. Opinión N° 29-2022 de 8-12-2022 

 Ministerio de Economía, Industria y Comercio. 
MEIC-DM-OF-538-2022 de 14-12-
2022 

22 de noviembre de 2022  
Moción N° 03-24 de Varios Diputados y Diputadas:  

 Federación de Colegios Profesionales 
Universitarios de Costa Rica. 

FCPR-63-DIC-2022 de 12-12-2022 

06 de diciembre de 2022  
Moción N° 03-26 de la Diputada Rocío Alfaro Molina  

 Ministerio de Hacienda.  

Moción N° 04-26 de la Diputada Rocío Alfaro Molina  

 Banco Central de Costa Rica. PRE-0120-2022 de 19-12-2022 

 
IV. AUDIENCIAS APROBADAS Y RECIBIDAS. 

 
Las audiencias aprobadas y recibidas fueron las siguientes: 
 

 FECHA Y AUDIENCIA APROBADA AUDIENCIA RECIBIDA 
15 de noviembre de 2022  

Moción N°02-22 del Diputado Jorge Dengo 
Rosabal 

 

 Ministerio de Economía, Industria y 
Comercio. 

Acta sesión ordinaria N°25 de 29-11-2022 

14 de diciembre de 2022  

Moción N° 09-27 de Diputada Gloria Navas  

 Sr. Álvaro Sánchez González, Presidente 
del Colegio de Abogados 

Acta sesión ordinaria N°29 de 24 de enero de 
2023 

 Georgina Jara Lemaire, Presidenta 
Federación Colegios Profesionales 
Universitarios de Costa Rica. 

Acta sesión ordinaria N°28 de 18 de enero de 
2023 

 Sr. Luis Mariano Jiménez Barrantes, 
Director Ejecutivo de la Dirección Nacional 
de Notariado. 

Acta sesión ordinaria N°28 de 18 de enero de 
2023 

 Sr. Carlos Adreucci, Presidente de la 
Unión Iberoamericana de Colegios y 
Agrupaciones de Abogados. 

 

18 de enero de 2023  

Moción N° 02-28 de Diputado Jorge Dengo 
Rosabal 

 

 COPROCOM  
Acta sesión ordinaria N°30 de 25 de enero de 
2023 

Moción N° 03-28 de Diputada Daniela Rojas  

 Colegio Federado de Ingenieros y 
Arquitectos (CFIA) 

 

Moción 05-28 de Diputado Danny Vargas 
Serrano 

 

 Juntas Directivas de los Colegios 
Profesionales. 

 

 
V. INFORME DEL DEPARTAMENTO DE SERVICIOS TÉCNICOS. 
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El Departamento de Estudios, Referencias y Servicios Técnicos emitió el informe 

respectivo mediante oficio AL-DEST- IJU-340-2022, de 21 de diciembre de 2022. 

VI. ANÁLISIS DEL PROYECTO DE LEY. 
 
Desde el año 1997 COPROCOM ha venido resaltando la inconveniencia de la 

regulación de tarifas mínimas por parte de algunos colegios profesionales. Al 

respecto ha señalado que la fijación de precios sólo favorece a intereses 

particulares, aumenta los costos al resto de la economía y reduce los salarios reales. 

A tono con esa posición, en el año 2022, COPROCOM recomendó al Poder 

Ejecutivo “…realizar una reforma global de la regulación que rige a los colegios 

profesionales, con la finalidad de emitir una normativa que de manera consistente 

regule a todas estas corporaciones de derecho público, en cuanto a sus fines, 

potestades, derechos y obligaciones de los afiliados”, todo a partir desde el punto 

de vista de los consumidores y con los siguientes objetivos: 

 

1) Eliminar la posibilidad de que los colegios profesionales establezcan tarifas 

mínimas. 

2) Redefinir los fines y las funciones de los colegios profesionales, para que su 

principal función sea velar por la actuación profesional seria, honrada, digna 

y de calidad en beneficio de los particulares. 

3) Limitar la colegiatura obligatoria a las profesiones que sean relevantes para 

el ejercicio de funciones públicas y que sean muy calificadas por su 

incidencia social. 

4) Regular la elaboración de normas internas por parte de los colegios 

profesionales, para que estas se orienten a la ética y funcionamiento general 

de la profesión y no a la defensa corporativa. 

5) Otorgar potestades a la administración para revisar la actuación de los 

colegios profesionales con colegiatura obligatoria. 

6) Basar la legislación en los principios de buena regulación: necesaria y 

proporcional, mínima distorsión, eficaz y transparente y predecible. 
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En el mismo sentido, desde el año 1985, el Comité de Derecho y Política de 

Competencia de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 

(OCDE), presentó un informe con el título “Competition Policy and the Professions” 

(Política de Competencia y las Profesiones), que concluyó que, en la mayoría de 

países las profesiones no estaban sujetas a las normas de la competencia y, en 

consecuencia, recomendaba a los Estados eliminar las restricciones existentes en 

materia de acceso, precio, publicidad y estructura societaria, con el objetivo de que 

las excepciones de las leyes de la competencia no fueran más allá de lo necesario 

y sólo sirvan para alcanzar objetivos de interés público. 

 

En diversos estudios la OCDE ha determinado que la regulación de las profesiones 

produce el efecto de restringir la libre competencia en el mercado de los servicios 

profesionales, con el resultado de elevar sus precios, reducir su variedad y limitar la 

innovación, por lo que la OCDE recomienda que: 

 

1) Una actividad sólo debe reservarse en exclusiva a una profesión cuando no 

exista otro mecanismo menos restrictivo de la competencia para garantizar 

la calidad de los servicios profesionales. En caso de que no exista más 

remedio que reservar una actividad a una profesión, los requisitos de acceso 

a la misma no deben ser desproporcionados con respecto a las cualidades 

necesarias para desarrollar la correspondiente actividad de forma adecuada. 

En esta línea, cuando las aptitudes necesarias para prestar diferentes 

servicios difieran sustancialmente, deben crearse nuevas profesiones con 

distintos requisitos de acceso. 

2) La regulación de las profesiones debe centrarse en la protección de los 

pequeños consumidores, ya que los grandes consumidores, tales como las 

grandes compañías mercantiles, están en condiciones de valorar la calidad 

de los servicios profesionales. 

3) Las restricciones a la competencia entre los miembros de una profesión 

deben eliminarse. Estas restricciones incluyen los acuerdos dirigidos a 

determinar el precio, dividir los mercados, incrementar los requisitos de 
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acceso o limitar la publicidad. Asimismo, debe promoverse el reconocimiento 

de los títulos profesionales de otros países, eliminándose los requisitos de 

nacionalidad y residencia. 

4) Las organizaciones profesionales no deben poseer una competencia 

exclusiva en la decisión sobre los requisitos de acceso, el reconocimiento 

mutuo o la delimitación de actividades reservadas en exclusiva. 

 

Para el caso de Costa Rica, el informe “Estudios Económicos Costa Rica, 2020” de 

la OCDE señaló que las exenciones a las normas de competencia de los servicios 

profesionales son regresivas e ineficientes, además de que promover la 

competencia en los servicios profesionales y evitar la fijación de tarifas mínimas 

tendrías un efecto positivo en la economía en general, ya que estos servicios son 

insumos clave para todas las empresas, especialmente para las PYMEs. 

 

Sobre el proyecto de ley, la COPROCOM indicó que este avanza en la dirección 

correcta en relación con la regulación de los servicios profesionales, por cuanto 

elimina una de las mayores distorsiones a la competencia y libre concurrencia en el 

mercado, como lo son las tarifas mínimas para la prestación de los servicios, por lo 

que emite un criterio favorable. 

 

El Ministerio de Economía, Industria y Comercio (MEIC) indica que el proyecto 

beneficia a los consumidores y a las empresas, especialmente MIPYMEs, que 

superan el 97% del parque empresarial del país, ya que promovería el 

abaratamiento de muchas de las transacciones y negocios que están efectúan. El 

MEIC, además, objeta la equiparación de las tarifas mínimas con un salario mínimo, 

ya que en este subyace una relación obrero patronal, que se rige por normas 

distintas a las que resultan aplicables cuando se habla de tarifas mínimas. Señala 

que no se conoce la metodología empleada por los colegios profesionales para la 

definición de tarifas. Explica que las tarifas mínimas son una barrera de entrada 

para los nuevos profesionales y desmiente que la eliminación de las tarifas mínimas 

afecte la calidad del servicio, ya que tanto en el país como afuera, existen 
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profesiones que no poseen tarifas mínimas sin que por eso sus servicios sean de 

mala calidad. Concluye que el MEIC aboga por la pronta aprobación del proyecto 

de ley en discusión, para permitir que la regulación de precios por servicios 

profesionales proceda, al igual que con el resto de bienes y servicios, en 

condiciones de excepción y en aplicación del artículo 5 de la Ley 7472 “Ley de 

Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor. 

 

Finalmente, sobre el argumento de que este proyecto “…vacía de contenido las 

normas contenidas en disposiciones procesales aplicables por los órganos 

jurisdiccionales y que permiten la fijación de honorarios en casos de controversias 

en la relación abogado cliente generados en los procesos jurisdiccionales…”, vale 

la pena citar lo señalado por la Magistrada Rocío Rojas Morales en sesión de Corte 

Plena extraordinaria N°59-2022, de 21 de noviembre de 2022: 

 

“La libre circulación de bienes y servicios como regla para contratar servicios 

profesionales rige en la Unión Europea, desde su constitución, e incluye los 

honorarios profesionales, como una protección para el consumidor en relación 

con el pago de estos servicios -libre competencia-. Es importante señalar que, 

nuestro Código Procesal Civil establece la posibilidad de fijación prudencial de 

honorarios por parte de la persona juzgadora, lo que implica el ejercicio de una 

discrecionalidad técnica, que no está exenta del control por parte del Superior, 

ya que el control de discrecionalidad es idéntico al de legalidad ordinaria –

artículo 16 de la LGAP-. En materia Contencioso Administrativa, en la que no 

existe cuantía, los juzgadores competentes fijan las costas tomando en cuenta 

el trabajo profesional efectivo, y así podría hacerse en todas las jurisdicciones, 

por lo que la eliminación de los Decretos de fijación de honorarios, en nada 

afectaría la buena marcha de la administración de justicia en lo que a este 

tema se refiere.” 
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VII. CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN. 

 
En virtud de lo anterior, resulta evidente que la potestad de fijar tarifas por parte de 

los Colegios Profesionales, redunda en un perjuicio hacia los ciudadanos, que 

recurren a sus servicios porque, en muchos casos, el Estado es incapaz de 

proporcionárselos adecuadamente, con altos estándares de calidad y en el 

momento que los requieren. Tal y como bien apuntara la Procuraduría General de 

la República en el citado Dictamen  C-188-98, si se quiere proteger al consumidor 

no es necesario imponer tarifas mínimas que impidan el cobro de montos menores 

por determinados procedimientos -que en última instancia beneficiarían al propio 

usuario de los servicios-, sino más bien, darle la posibilidad de escoger entre 

distintas alternativas, según sus criterios, sus intereses, su realidad económica y la 

información de que disponga, situación que solo se logra con la promoción de la 

actividad competitiva de los agentes económicos. 

 

Con fundamento en lo señalado y valorando la conveniencia de crear un marco 

general de regulación que promueva la libre competencia en la prestación de 

servicios profesionales, así como la defensa y promoción de los derechos de los 

consumidores por parte de las corporaciones profesionales, es que  los Diputados 

Manuel Morales Díaz, Jorge Rojas López y Jorge Dengo Rosabal y la Diputada 

Daniela Rojas Salas, concluimos que el presente proyecto de ley es un paso en la 

dirección correcta hacia el establecimiento de una regulación de los colegios 

profesionales y la eliminación de sus tarifas mínimas, conforme lo ha señalado la 

COPROCOM, por tanto, rendimos DICTAMEN DE MINORÍA AFIRMATIVO sobre 

el Expediente N° 23.357 “LEY PARA ELIMINAR LA FIJACIÓN DE TARIFAS DE 

HONORARIOS OBLIGATORIOS POR SERVICIOS PROFESIONALES, 

REFORMA DE LA LEY N° 7472 LEY DE PROMOCIÓN DE LA COMPETENCIA Y 

DEFENSA EFECTIVA DEL CONSUMIDOR, DE 20 DE DICIEMBRE DE 1994 Y 

SUS REFORMAS”, y recomendamos respetuosamente al Plenario Legislativo, la 

aprobación del expediente en discusión para que a la mayor brevedad sea Ley de 

la República. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA  
DECRETA: 

 
LEY PARA ELIMINAR LA FIJACIÓN DE TARIFAS DE HONORARIOS 

OBLIGATORIOS POR SERVICIOS PROFESIONALES, REFORMA 
DE LA LEY N.° 7472 “LEY DE PROMOCIÓN DE LA 

COMPETENCIA Y DEFENSA EFECTIVA DEL 
CONSUMIDOR”, DE 20 DE DICIEMBRE 

DE  1994 Y  SUS  REFORMAS 
 
 

ARTÍCULO 1- Modificaciones 
 

Modifíquese el párrafo primero del artículo 5 de la Ley de Promoción de la 
Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor N° 7472, para que en adelante se 
lea de la siguiente manera: 
 
Artículo 5- Casos en que procede la regulación de precios 
 
La Administración Pública puede regular los precios de bienes y servicios, 
incluyendo los servicios profesionales correspondiente a las profesiones liberales, 
sólo en situaciones de excepción, en forma temporal; en tal caso, debe fundar y 
motivar apropiadamente esa medida.  Esta facultad no puede ejercerse cuando un 
producto o servicio es vendido o prestado por la Administración Pública, en 
concurrencia con particulares, en virtud de las funciones de estabilización de precios 
que expresamente se señalen en la ley.  Para el caso de los servicios profesionales 
podrá requerirse del criterio del Colegio Profesional respectivo. 
… 
 
ARTÍCULO 2- Adiciones 
 
Adiciónese una definición al artículo 2 y un segundo párrafo al artículo 10 de la Ley 
de la Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, Ley                       
N.º 7472, de 20 de diciembre de 1994 y sus reformas, para que se lea de la siguiente 
manera: 
 
Artículo 2-  Definiciones 
 
(…) 
 
Profesión Liberal 
 
Se refiere a la profesión ejercida por una persona que reúne, al menos, cuatro notas 
distintivas y necesarias:  a) Su ejercicio requiere de un grado universitario, b)  Ser 
susceptibles de ejercerse en el mercado de servicios, c) La libertad de juicio e 
independencia del profesional, y d)  La existencia de una relación de confianza con 
su cliente.  Asimismo, aunque no indispensable, de las profesionales liberales es 
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que exista un colegio profesional encargado de vigilar por el cumplimiento de la 
disciplina ética profesional respectiva. 
 
(…) 
 
Artículo 10- Prohibiciones Generales 
 
(…) 
 
Asimismo, se prohíbe establecer tarifas u honorarios de carácter obligatorio por los 
Colegios Profesionales por los servicios que prestan quienes ejercen profesiones 
liberales.  El Poder Ejecutivo podrá establecer regulaciones sobre precios de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 5 de la presente ley.  De igual manera, 
a instancia del Colegio Profesional respectivo, podrán establecerse honorarios 
profesionales de referencia y de uso discrecional como parámetro de orientación 
general, las cuales, para el caso de los profesionales en derecho, podrán utilizarse 
en la actividad litigiosa jurisdiccional por el juzgador a la hora de fijar las costas del 
proceso a la parte vencida, a falta de otro mecanismo para su determinación. 
 
ARTÍCULO 3- Derogatorias 
 
Se derogan las siguientes disposiciones: 
 

- El artículo 22, inciso 15) de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados, N.° 13 
del 28 de octubre de 1941y sus reformas; 
 
- El artículo 20 inciso i) de la Ley del Colegio de Terapeutas, N.° 8989 del 13 
de setiembre de 2011; 
 
- El artículo 33, inciso i) de la Ley Orgánica del Colegio de Ingenieros 
Agrónomos, N.° 7221 del 06 de abril de 1991. 
 
- El artículo 23 inciso g) de la Ley Orgánica del Colegio Federado de Ingenieros 
y Arquitectos de Costa Rica y sus reformas, Ley N.° 3663 del 10 de enero de 1966, 
modificada por la Ley N.º 4925 de 17 de diciembre de 1971; 
 
- El artículo 31, inciso d) de la Ley Orgánica del Colegio de Ingenieros 
Químicos y Profesionales Afines y Ley Orgánica del Colegio de Químicos de Costa 
Rica, N.° Ley 8412 del 22 de abril de 2004; 
 
- El artículo 3 inciso k) de la Ley Orgánica del Colegio de Médicos y Cirujanos 
y sus reformas, N.° 3019, del 09 de agosto de 1962. 
 
- El artículo 17 inciso 17) de la Ley Orgánica del Colegio de Geólogos y sus 
reformas, Ley N.° 5230 del 02 de julio de 1973. 
- El artículo 10 de la Ley de Creación del Colegio de Contadores Públicos y 
sus reformas, Ley N.° 1038 del 19 de agosto de 1947. 
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- El artículo 137, el inciso f) del artículo 143 y el artículo 166 del Código 
Notarial, Ley N.° 7764 del 17 de abril de 1998. 
 
Deróguese cualquier norma con rango de ley o inferior contraria a lo dispuesto en 
el artículo 2 de la presente ley, o que imponga sanciones por incumplimiento a 
disposiciones que establezcan tarifas u honorarios por servicios profesionales que 
presten agremiados a los Colegios Profesionales, salvo en este último caso, cuando 
se proceda de conformidad con el artículo 1 de la presente ley. 
 
Rige a partir de su publicación. 
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Dado en la Sala de Sesiones VII. Área de Comisiones Legislativas VII, a los 

veintiún días del mes de febrero del dos mil veintitrés. 

 

 

 

Jorge Eduardo Dengo Rosabal    Daniela Rojas Salas 

       Diputado       Diputada  

  

 

 

Gloria Navas Montero      Rocío Alfaro Molina  

 Diputada       Diputada 

 

 

 

Alejandra Larios Trejos     Danny Vargas Serrano  

 Diputada       Diputado 

 

 

 

Francisco Nicolás Alvarado     Manuel Morales Díaz  

 Diputado       Diputado 

 

 

 

 

Jorge Antonio Rojas López 

Diputado 
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